METODOLOGIA DE EVALUACION DE POLITICAS, PROGRAMAS Y PROYECTOS PUBLICOS.

MARIO WAISSBLUTH
INTRODUCCION Y PROPOSITO DEL DOCUMENTO.

El presente documento tiene como propósito proveer un lenguaje y una metodología común para enfrentar uno de los más complejos e importantes ámbitos de las políticas y la gestión pública: el de la evaluación (ex ante, durante y ex post) del impacto de una determinada intervención pública, sea ella la adopción de una nueva legislación, la asignación de recursos a un programa o proyecto de fomento, o la creación u operación de una institución que debe servir un determinado propósito de política pública.

La importancia del tema no puede soslayarse. En la raíz de todas las discusiones políticas o ideológicas sobre el rol del Estado, y sobre la asignación de recursos a sus diferentes programas, subyace la eterna duda acerca de la efectividad real del gasto público y el cumplimiento de las promesas hechas en el momento de asignar los recursos, o de crear una institución o programa. En el sector privado, las cuentas se pueden sacar más simplemente: la empresa generó utilidades o pérdidas. En este caso, hay complejidades intrínsecas, pues lo que se busca es producir un determinado impacto en la sociedad, cuya medición es difícil por las siguientes razones:

· Los impactos sociales son, en ocasiones, de difícil cuantificación. Por más que se hagan razonamientos económicos sofisticados, en última instancia, el beneficio social de evitar muertes infantiles por la implantación de un programa de vacunación tendrá siempre un componente cualitativo, y estará por tanto, sujeto a discusiones, interpretaciones y juicios de valor.

· En ocasiones, es difícil separar los impactos sociales de un programa específico, respecto al impacto de otras variables, a veces mucho más poderosas que el programa mismo. Así, por ejemplo, un  programa que obliga a los vendedores de automóviles a certificar el consumo de gasolina de los mismos, con el propósito de promover la compra de automóviles eco-eficientes, puede tener sus impactos absolutamente “obscurecidos” porque, en el mismo período de análisis, se aprobó una ley que aumentó o disminuyó drásticamente los impuestos de importación de vehículos.

· Los programas y proyectos tienen un “producto directo”, y tienen impactos directos e indirectos, positivos y negativos. Un incentivo tributario a la inversión turística en una región puede llevar a la sustitución de tierras agrícolas, o a la contaminación, etc.

Uno de los propósitos de este documento es, precisamente, proveer un conjunto de herramientas para subsanar o a lo menos mitigar significativamente las complejidades asociadas a estas dificultades. El otro propósito es proveer una secuencia metodológica estandarizada para abordar las múltiples evaluaciones que con frecuencia debemos abordar. Para ello, nos estamos basando en las siguientes fuentes:

· Una excelente referencia bibliográfica, que recomendamos a cualquier interesado en este tema: “Public Policy and Program Evaluation” , Evert Vedung, Transaction Publishers, 1997

· Un interesante documento de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda de Chile: “Metodología de Evaluación de Impacto”, Diciembre, 2001.

Se excluyen de este documento los aspectos relativos a la evaluación de la “gestión de la intervención”, es decir, de la forma como se ha administrado la referida institución, programa u proyecto, puesto que sobre este tema existe abundante referencia en otros instrumentos metodológicos de la empresa.

CONCEPTOS BASICOS.

Entenderemos por evaluación una cuidadosa medición retrospectiva
 del mérito y valor de una intervención gubernamental, con el propósito de aumentar el conocimiento sobre esta intervención y adoptar medidas para su mejoramiento.

Una cita interesante de Bill Clinton, pronunciada al firmar el Government Performance and Results Act, de Agosto de 1993:

“Puede parecer asombroso, pero como otras grandes entidades, la nuestra está dominada por consideraciones de input: ¿cuánto gastamos, cuánta gente tenemos, qué reglas nos gobiernan? y muchísimo menos por consideraciones de output: ¿funciona esto, y está cambiando y mejorando la vida de la gente?”

La acción del Estado pertenece a varios ámbitos: la seguridad nacional, las relaciones exteriores, normar la convivencia de sus ciudadanos y organizaciones, el fomento al desarrollo socioeconómico y cultural, la redistribución del ingreso, la infraestructura, y la provisión de servicios, especialmente en los casos en que el mercado no puede dar una respuesta satisfactoria. Para ello, el Estado dispone de tres instrumentos básicos: zanahorias o incentivos; garrotes o castigos; y los sermones, que son débiles y no mandatorios llamados a “portarse bien”. Si se analiza cualquier intervención del Estado, se concluye que ocurre por medio de una de estas tres maneras, o de su combinación.

Según Vedung, al otorgar una exención tributaria a las empresas que capacitan a su personal, el Estado pretende modificar una conducta, dando una zanahoria o incentivo que, presumiblemente, hará que empresas que antes no capacitaban a sus trabajadores, o que no lo hacían suficientemente, adopten esta conducta.  Si el mismo Estado amenazara con penas de cárcel a los empresarios que no capaciten, el Estado estaría aplicando la más poderosa de sus herramientas: el garrote. Si el Estado se limitara a hacer por la prensa un llamado a que los empresarios “se porten bien” y capaciten a sus trabajadores, estará aplicando el más débil de sus instrumentos: el sermón. Hay situaciones que ameritan garrotes, otras zanahorias, y otras sermones.
Esto que dice Vedung es un razonamiento simple pero práctico. En definitiva, el objeto de la reforma o modernización del Estado es decidir qué zanahorias, garrotes y sermones aplicar (es decir, definir la política pública), y después, aplicarlos con eficacia, eficiencia y calidad (en el ámbito de la gestión). 

Si se analiza un instituto de fomento turístico, o de fomento agropecuario, cuya misión es entregar algún tipo de estímulo para que los individuos o las empresas hagan crecer el turismo o la producción agropecuaria, surgen preguntas obvias: ¿Cuántos incentivos se otorgaron el año pasado? ¿Cuánto se demora en promedio para entregar cada incentivo? ¿Hay una encuesta de satisfacción de usuarios? Hay otras preguntas no tan fáciles de responder: ¿Cuánta actividad turística sustentable se desarrolló por cada dólar de estímulo otorgado? ¿Se hubiera desarrollado esa actividad turística si no se hubieran otorgado estos incentivos?

Por ejemplo, si se diseña un programa de fomento turístico, la evaluación de su impacto dista mucho de ser sencilla. Como lo explica Vedung, el problema se complica por lo que describe este diagrama:
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Cuadro 1: La conversión de insumos en impactos

Las evaluaciones, si van a ser integrales, deben comprender tanto los insumos (input), como las salidas (output),  como los impactos (outcome) inmediatos, intermedios y finales, no sólo en los usuarios directos de un programa, sino en la sociedad en su conjunto.

UNA HIPOTETICA HISTORIA DE CASO.

En Enero de 2004, el gobierno de la República aprobó un incentivo tributario, por medio del cual las empresas con ventas inferiores a US$ 10 millones anuales tendrán derecho a descontar, del impuesto a las utilidades, hasta el 60% de sus gastos corrientes de innovación, investigación y desarrollo, siempre y cuando este descuento no supere los US$ 100.000 por empresa-año. La ley que dio origen al programa estipuló que el propósito del mismo era estimular la exportación de bienes de alto contenido tecnológico.

Para estos efectos, la ley encargó al Ministerio de la Producción para diseñar e instrumentar los mecanismos necesarios de ejecución y auditoría, y a la Dirección Nacional Tributaria para incorporar estos descuentos tributarios en sus procedimientos y fiscalizar su debido cumplimiento.

El procedimiento básico consistió en que las empresas depositen en el Ministerio, en un formulario ad-hoc, información ex ante sobre su programa de detallado de gastos, estructurado en base a proyectos con objetivos y metas claramente especificadas, y a fin de año, entregar un desglose con comprobaciones efectivas de los gastos efectuados, de manera de facilitar la eventual fiscalización ex ante, durante la ejecución, y ex post, del adecuado uso de los recursos.

En Marzo del 2007, el Ministerio de la Producción informó que, en el ejercicio 2004-2006, 2453 empresas se habían acogido a este incentivo, por un total de 96 millones de dólares. Asimismo, declaró que de las auditorías efectuadas por el Servicio Tributario, sólo un 2% de los casos había detectado que los recursos se habían desviado hacia fines no relacionados con innovación. Por tanto, declaró que el programa estaba marchando de manera impecable.

Sin embargo, en una sesión del Parlamento, un diputado de oposición denunció que, en una reunión con empresarios, estos le habían comentado que el trato que les daban los inspectores del Ministerio de la Producción era irritante, y que debían dedicar incontables horas a atender numerosos requisitos burocráticos para su cumplimiento. En otras palabras, cuestionó la calidad de la gestión del instrumento.

Otro diputado, también de oposición, reclamó por un tema muy diferente: un empresario amigo le comentó que estaba feliz por el incentivo, pues el siempre había realizado estas actividades, y la única diferencia era que ahora  estaba recuperando impuestos como incentivo por algo que el hubiera hecho igual. En otras palabras, el reclamo fue en este caso que un incentivo, cuyo propósito era inducir a los empresarios a gastar en investigación y desarrollo, se estaba desperdiciando pues los empresarios ya estaban gastando igual en esa materia.

Un tercer diputado, esta vez de gobierno, ofreció una conferencia de prensa denunciando este programa, por cuanto le parecía inaceptable que estos recursos se destinaran a los empresarios, cuando había que destinarlos a la construcción de viviendas populares. Este diputado estaba cuestionando la política pública del caso.

Otro diputado independiente protestó porque 2453 empresas eran una fracción mínima de las PyME del país, por lo cual no le veía sentido al programa. En este caso, el diputado objetaba el propósito de política pública que estipulaba la ley, cuyo propósito no era fomentar en general a las PyMES, sino que incentivar las exportaciones tecnológicas de las mismas.

Finalmente, otro diputado opinó que a su juicio el programa había funcionado bien, pero que se estaban introduciendo tecnologías intensivas en  capital y no en trabajo, por lo cual este programa, en lugar de generar empleo, estaba generando desocupación. En otras palabras, aquí hubo una opinión en cuanto a una externalidad negativa del programa.

Como consecuencia del conflicto desatado en el Parlamento, la mayoría votó por constituir una comisión evaluadora del referido programa.

Cabe destacar que en este caso, si nos atenemos estrictamente al propósito estipulado por la ley: “estimular la exportación de bienes de alto contenido tecnológico”, el ciclo básico de eventos que debiera ocurrir es el siguiente.

1. El Ministerio difunde la existencia del Programa.

2. El subconjunto de PyMES potencialmente más interesado y en capacidad para desarrollar innovaciones orientadas a exportar con contenido tecnológico toma conocimiento del incentivo.

3. El incentivo es comprendido y aceptado por los empresarios del grupo objetivo, los cuales deciden aplicarlo en sus empresas. 

4. El incentivo modifica las decisiones de esos empresarios, y los induce a formular proyectos innovadores que antes no hubieran formulado, o hubieran formulado más adelante, o los hubieran ejecutado más tímidamente por falta de recursos.

5. Los mecanismos de fiscalización son lo suficientemente sólidos como para evitar que los empresarios declaren como gasto del Programa otros gastos de producción o administración no afectos al incentivo.

6. Los empresarios ejecutan esos proyectos exitosamente.

7. Los proyectos se materializan, aumentando las exportaciones de alto contenido tecnológico.

LA COMPLEJIDAD DE LA EVALUACION DE UNA INTERVENCION PÚBLICA INTRINSECAMENTE COMPLEJA.

El viejo mundo de los blancos y negros, las dicotomías, los compartimentos estancos,  ha sufrido un asalto conceptual, el de la lógica difusa. Hace algunas décadas el jefe del Departamento de Ingeniería Eléctrica de la Universidad de California, Lofti Zadeh
 escribió un  sencillo pero monumental teorema
: 

“A medida que los sistemas se hacen más complejos, la posibilidad de hacer sobre este sistema afirmaciones que sean simultáneamente precisas y significativas disminuye”. 

Este teorema, que le valió el ostracismo académico a su autor por un par de décadas, en dos líneas dice, nada menos, que la lógica aristotélica no funciona en sistemas complejos. Si se hacen afirmaciones precisas, van a ser poco significativas, y si se hacen afirmaciones significativas, van a ser poco precisas.

Por ejemplo, si se afirma que la meta del Ministerio de la Mujer es reducir en  83.400 los casos de violencia intrafamiliar en un año, ésta es una afirmación precisa... y muy poco significativa pues el logro de esta meta depende de decenas de variables completamente fuera de su alcance. Si, a la inversa, se afirma que la estrategia central de reducción de la violencia intrafamiliar es dar énfasis en proporcionar asistencia legal a las mujeres, esta es una afirmación poco precisa pero tal vez muy significativa. En la historia de caso de la sección anterior, es necesario hacerse cargo del hecho que a) innovación de alto contenido tecnológico es un concepto difuso, y b) que las decisiones de los empresarios son la consecuencia de un enorme número de variables y secuencias, una de las cuales es este incentivo que se pretende dar.

Esta teoría es simple en su implementación práctica. Suena difícil, pero no lo es. En suma, cuando a un colectivo de personas le preguntamos “¿qué tanta severa es nuestra debilidad en el área de procesos de atención al usuario?”, o “indique si a su juicio el impacto ecológico negativo de este programa de fomento industrial ha sido relevante”, y ese grupo coincide mayoritariamente en seleccionar la respuesta “mucho”, está haciendo una afirmación poco precisa pero muy significativa, y hay que aprender a aceptar esa sabiduría colectiva. Estos simples juegos de “mucho, poquito, nada”, vaciados en planillas Excel que tienen nidos recurrentes de operaciones lógicas del tipo “if... then ...” han demostrado una admirable potencialidad en el diseño de circuitos de control automático, software de aprobación de créditos, diagnósticos estratégicos, etc. Lofti Zadeh tiene una estatua en Japón, .. y es casi desconocido en América. Pero este no es necesariamente un llamado a programar software de lógica difusa, es un llamado a utilizar un conjunto escueto y razonable de indicadores relevantes, olvidarse de las cuantificaciones excesivas y absurdas, y aprender a navegar en las confusas aguas  institucionales aceptando contradicciones, fronteras conceptuales y organizacionales difusas, y la sabiduría poco precisa pero muy significativa de colectivos de informantes calificados.

Por cierto, el ideal siempre sería poder evaluar cualquier intervención pública haciendo una estimación económico-social de costos y beneficios, directos e indirectos, y llevarlo a “dólares sociales y privados ganados por la sociedad ... comparados con los dólares invertidos en el programa”. De esta manera ideal, se podría comparar la construcción de una represa con un programa de fomento minero y con la construcción de un hospital. Debe hacerse un intento serio por evaluar las cosas de esta manera cada vez que se pueda... pero como sabe cualquier director de finanzas gubernamentales, .. la vida a veces no es tan fácil.

Otro elemento fundamental para el evaluador: el pensamiento mecanicista, que concibe las organizaciones y programas como máquinas, en estructuras organizacionales jerarquizadas, con manuales de organización y funciones rígidos, está experimentando una severa crisis.

Las distintas partes de un sistema institucional, que incluye a sus usuarios,  muestran una porfiada tendencia a auto-organizarse y actuar independientemente, de acuerdo a sus propias reglas, y ya está llegando la hora de concebir la arquitectura de las organizaciones, públicas y privadas, como una aglomeración de entes socioculturales con sus propios propósitos. Por cierto, esta aglomeración podría significar la anarquía, excepto si un inteligente diseño de las interdependencias entre los distintos componentes de una organización, y de ellos con el entorno, genera productividad, satisfacción, y los otros bienes públicos o privados que ella se proponga generar. Entender las interdependencias requiere mucho más que capacidad analítica, la cual despieza un problema en sus partes, las analiza separadamente, y luego busca una explicación global
. El pensamiento sistémico pone a la organización, o a un programa,  y sus partes, en el contexto de su entorno y estudia sus roles respecto a este entorno
.

Otro concepto fundamental son las propiedades emergentes. Por ejemplo, la emoción musical es una propiedad emergente de cualquier persona, que surge de la interacción de muchos de sus componentes entre si y con el entorno. Un salto cualitativo en la productividad o la innovatividad de una empresa también lo es. El incremento de la corrupción en una sociedad .... también. Las propiedades emergentes son propiedades del todo, no de las partes, no pueden ser deducidas de propiedades de las partes, y no siempre pueden ser manipuladas por herramientas analíticas. 

Un equipo de fútbol puede estar compuesto de puras estrellas y ser muy malo. Un instrumento de política pública puede ser brillantemente concebido y su aplicación puede terminar en el desastre. Lo que caracteriza a un equipo ganador no es sólo la calidad de sus jugadores, sino la calidad de sus interacciones, y lo que caracteriza el éxito de largo plazo de una intervención gubernamental es la calidad de cinco procesos básicos: 

· la forma de producir valor agregado en la sociedad, 

· los procesos de toma de decisión, 

· los mecanismos de aprendizaje y control, 

· la forma de generar membresía y apoyo  en sus stakeholders y usuarios, 

· y los mecanismos de resolución de conflictos entre sus miembros y usuarios. 

Llegado este punto, nuestra recomendación es: revise estos cinco procesos básicos detenidamente, en el caso a evaluar. Estos cinco procesos, cuando coexisten virtuosamente,  pueden detonar propiedades emergentes en las organizaciones y programas, significando un salto positivo de varios órdenes de magnitud, no un simple cambio lineal. A la inversa, basta con que uno de estos cinco procesos sea inexistente o defectuoso, para poder asegurar que la organización o el programa tiene escasas probabilidades de supervivencia en el largo plazo.

La viabilidad de largo plazo de cualquier organización o programa depende de su habilidad para adaptarse activamente a los cambiantes requerimientos del entorno. Esto requiere flexibilidad, que sólo puede ser provista por una estructura modular, multidimensional, con membresía positiva, ágil en la toma de decisiones, y con redundancias que permiten crear una organización adaptativa y pensante. Por el contrario, la organización o programa público concebida como una máquina de engranajes jerarquizados es la concepción que Henry Mintzberg ha descrito magistralmente:

“Gobierno concebido como máquina: dominado por normas, leyes y estándares, con elevado nivel de control del aparato central, y compartimentos estancos. Su propósito central es, en realidad, controlar la corrupción y el uso arbitrario del poder político”.

En suma, entender el impacto de un programa o intervención pública significa hacerse cargo de la complejidad de esta intervención. Para ello, es necesario mapear todos los componentes y variables que afectan el propósito de política pública que se busca, entender las interacciones entre todos ellos, y producir una teoría coherente sobre la intervención, que clarifique el rol de todos los actores, sus motivaciones, y el impacto potencial, directo e indirecto, de diferentes decisiones que afectan a los actores de ese sistema. Sólo así podrá producirse una evaluación que cumpla a cabalidad con las necesidades del mandante de dicha evaluación.

LAS 10 PREGUNTAS BASICAS QUE DEBEN RESOLVERSE EN LA EVALUACION DE UNA INTERVENCION PÚBLICA.

1. ¿Cuáles son los propósitos del mandante que solicita la evaluación?

2. ¿Cuáles fueron los propósitos de política pública que determinaron el lanzamiento de esta intervención?

3. ¿De qué manera ha operado esta intervención, cuáles son las relaciones de causa y efecto que producen sus impactos directos e indirectos?

4. ¿Cuáles son los elementos de contexto y entorno que influyen positiva o negativamente en la conducta de los usuarios y el desempeño de la intervención?

5. ¿Cuáles son los indicadores relevantes de eficacia, eficiencia, calidad y economía de recursos públicos que permiten medir su producto (output) y su impacto (outcome), directo e indirecto?

6. ¿Con qué metodología, que sea prácticamente aplicable, se separarán los efectos ambientales externos, de los efectos directamente atribuibles a la intervención pública que se está evaluando?

7. ¿Cuáles son los valores de los indicadores cuantitativos que se obtienen como resultado de la evaluación?

8. ¿Cómo se comparan estos indicadores con los de programas similares?

9. ¿Cuáles son las consideraciones cualitativas que se derivan de la evaluación?

10. En definitiva, ¿en qué medida se han logrado los propósitos de política pública inicialmente concebidos, y a qué costo?

LOS INDICADORES DE DESEMPEÑO.

La medición de los productos (output) e impacto (outcome) de un programa o institución debe hacerse en base a indicadores, los cuales deben referirse casi siempre a cuatro ámbitos básicos: 

1. Indicadores de relevancia y eficacia, que son aquellos referidos al alcance y el impacto de la política pública: volumen de usuarios atendidos, efectividad de la atención, porcentaje de la población atendida, volumen de recursos erogados, número de multas cobradas, etc. En suma ¿cuánto se ha hecho?, y ¿se ha hecho en la dirección correcta, respecto a lo que se deseaba cuando se diseñó la intervención?. Por ejemplo, en nuestro hipotético caso:

· Número de empresas elegibles que recibieron el incentivo, respecto al universo potencial de empresas.

· Monto del incentivo por empresa.

· Número de empresas que han tomado conocimiento de la existencia del incentivo respecto al universo potencial. 

· Número de empresas fiscalizadas, y resultados de la fiscalización.

· Número de proyectos innovadores que se considera concluyeron exitosamente.

· Volumen (VAN
) de nuevas exportaciones tecnológicas generadas, como consecuencia de los proyectos apoyados. (Complementariamente, podría agregarse volumen de ventas totales nuevas generadas, nuevos empleos, o nuevas inversiones, o nuevos impuestos pagados, aunque esos no eran los objetivos básicos de política pública buscados)

2. Indicadores de eficiencia: son aquellos que comparan el alcance e impacto con los recursos invertidos. Costo por usuario atendido, gastos de administración institucional comparado con recursos canalizados a la institución, productividad de los trabajadores públicos, etc. En suma ¿cuánto costó lo que se hizo? En este caso:

· Volumen (VAN) de nuevas exportaciones generadas, respecto al VAN de los gastos totales del gobierno en esta materia, es decir, el monto total de incentivos más los gastos incurridos en la administración y promoción del programa, durante el período en que se incentivaron esas exportaciones.

· Valor social (VAN) de las exportaciones/ Gastos realizados. Hay países que le asignan un “valor social” al monto exportado, con lo cual este sería el indicador clave de rentabilidad social del Programa, lo cual le permitiría compararse con otros programas públicos. Este y el anterior serían en definitiva los “indicadores clave” del programa, pues relacionan directamente el gasto público con los propósitos de política pública que se buscaban al asignar este gasto.

· VAN de “proyectos estrella”. Cuando hay restricciones a los recursos de evaluación, en lugar de usar una muestra estadísticamente significativa, se escoge una pequeña muestra de los “mejores”, con el propósito de verificar si esa pequeña muestra es suficiente para justificar el costo total del programa.

· Costo de administración y fiscalización/ Volumen de incentivos erogados.

3. Indicadores de calidad: estos pueden ser objetivos, como por ejemplo el tiempo promedio de atención a una demanda, o subjetivos (no por ello menos importantes) derivados de encuestas de satisfacción de usuarios. En suma ¿qué tan bien se hizo?. En este caso:

· Resultados de una encuesta de satisfacción de usuarios respecto a la efectividad, calidad de atención, y otros atributos cualitativos del Programa.

· Resultados de una encuesta a no-usuarios, respecto a las razones y causas que han tenido para no ser usuarios.

· % de casos fiscalizados.

· % de fiscalizaciones que encontraron – no encontraron violaciones a las normas.

· Plazo promedio transcurrido entre la presentación de la solicitud y la autorización del servicio tributario.

4. Indicadores de economía de recursos públicos: estos se refieren al volumen de recursos privados movilizados con cada peso de recursos públicos aportado. En suma ¿se consiguieron recursos adicionales para hacerlo? En este caso:

· Volumen (VAN) total de recursos movilizados por las empresas en la ejecución de los proyectos / Volumen (VAN) de incentivos tributarios asignados.

A menudo se cree que la definición de estos indicadores es un ejercicio de extrema complejidad. Por el contrario: mientras se respete la tipología arriba mencionada y el sentido común institucional, la definición es más simple de lo que parece. Las precauciones que hay que tener son otras
: 

· No “sobreindicadorizar”, pues una institución o programa con cien indicadores es lo mismo que una sin indicadores. Hemos visto un caso en que una pequeña subunidad de una entidad había definido 1400 indicadores.....

· No incurrir en el delito de medir lo fácilmente medible en lugar de lo importante. Hay veces que, dado que medir el output o el outcome es caro o difícil, las instituciones o programas optan por medir trivialidades fácilmente cuantificables, como por ejemplo “número de estudios realizados”.

· No hay que tratar de medir lo inmedible, aquello que sólo puede tener una evaluación cualitativa. Por ejemplo, el desempeño de un Ministerio de Relaciones Exteriores o cualquier otro ente de relaciones políticas es difícilmente medible en base a indicadores cuantitativos.

· Si es posible, hay que utilizar los indicadores para benchmarking interinstitucional, es decir, como base de comparación con entidades afines;  y para benchmarking cronológico, midiendo su evolución en el tiempo en la propia institución.

· No hay que confundir output con outcome, y ambos deben ser considerados.
HERRAMIENTAS DE INDAGACION

Dependiendo de la evaluación, su complejidad y costo, el consultor deberá escoger algunas de entre las siguientes herramientas:

1. Indagación entre los stakeholders principales respecto a los propósitos de política pública que condujeron al diseño del programa, así como opiniones generales respecto a su impacto, y a sus eventuales externalidades positivas y negativas.

2. Consulta documental en cuanto a planes, descripciones, o evaluaciones previas del programa. No tiene sentido comenzar a recorrer nuevamente caminos ya recorridos, de lo que se trata es de agregar el máximo valor posible durante el proceso de evaluación. De particular relevancia en esta etapa resulta ser la “construcción retrospectiva” de una línea base cronológica, es decir, relevar cualquier información que permita estimar el desempeño previo “sin programa” de los usuarios.

3. Definición de una muestra estadísticamente significativa de usuarios / no-usuarios del programa
. 

4. Especificaciones respecto a la conveniencia de segmentar – no segmentar la muestra de acuerdo a algún parámetro de especial  importancia. Aquí priman consideraciones estrictas de costo-beneficio. Si las muestras son grandes, no es necesario segmentar, pues los segmentos podrán surgir del análisis estadístico de la propia muestra. En cualquier caso, es necesario definir con precisión los elementos “demográficos” de la muestra, es decir, aquellos elementos que se utilizarán para caracterizar a los usuarios (como regiones, tamaño de empresa, edad, nivel de escolaridad, etc.) que posteriormente permitan cruzar los desempeños del programa contra estas variables para indagar sobre las eventuales correlaciones estadísticamente significativas. La herramienta más útil en este caso suele ser el coeficiente de correlación de Pearson. 
5. Definición de una muestra adicional o procedimiento ad hoc para indagar aquellas externalidades positivas o negativas cuya información no puede ser provista por los estudios muestrales.

6. Consulta documental en la sede del Programa respecto a los expedientes de los usuarios a ser muestreados.

7. Consenso con los mandantes de la evaluación respecto a la metodología, muestras, contenidos e instrumentos a ser utilizados.

8. Diseño, ejecución y análisis del estudio de campo asociado a la muestra. En ocasiones, consideraciones de costo pueden llevar a que una parte aleatoria de la muestra es indagada en profundidad por medio de entrevistas, y otra parte es encuestada por correo, aunque debe considerarse siempre que la respuesta por correo suele contener el sesgo de la predisposición positiva del usuario satisfecho a responder la encuesta.

9. Uso de “herramientas de observación en terreno”, lo cual representa un complemento a la encuesta de usuarios, en la cual se recoge información o se observan conductas en el usuario por separado de la herramienta de entrevista o encuesta.

10. Benchmarking, de ser posible,  respecto a otros programas iguales o similares en otras partes del país o el mundo.

11. Presentación de resultados a un panel de expertos que, deseablemente,  no hayan estado relacionados con la definición o ejecución del programa.

EL GRUPO CONTROL.

Uno de los problemas centrales de la evaluación de impacto de cualquier programa o intervención pública está asociado a una difícil pregunta: ¿qué hubiera pasado si NO hubiera programa? En otras palabras, lo que interesa no es estudiar el impacto del programa, sino la DIFERENCIA entre la situación con y sin programa, pues de esa manera se puede filtrar, al menos parcialmente, el efecto de otras variables ambientales o instrumentos de política. 

Lo que resulta muy difícil filtrar son aquellos casos en que, simultáneamente con el programa, surgió otra medida de política pública que afecta de manera importante, positiva o negativamente, a la misma población de usuarios... salvo que en la muestra pudiera llegar a distinguirse entre aquellos que recibieron el impacto de uno, dos, y ningún instrumento de política.

En el caso ideal, debe disponerse de un grupo control, que no haya sido usuario del programa, Y QUE TENGA LAS MISMAS CARACTERISTICAS QUE LOS USUARIOS (ceteris paribus). Esto no es trivial, pues siempre puede haber un sesgo. Por ejemplo, es probable que los  2453 empresarios que recibieron aquellos incentivos tributarios hayan sido los mas “motivados” y “emprendedores” respecto a la innovación, por lo cual no es correcto compararlos con una muestra de los que, simplemente, no los recibieron. Pero supongamos por un momento que ese problema no existe, y que disponemos de un grupo control muy similar al de los usuarios. En este caso, gráficamente, la evaluación de los impactos del programa luce así:


Un problema severo ocurre cuando el grupo control, por diversas restricciones, es significativamente diferente a la muestra de usuarios. Esto se denomina sesgo de selección. Entonces, la gráfica luce así:


En este caso, sería incorrecto comparar los niveles de exportación antes y después de la intervención en ambos grupos, pues desde antes su evolución tenía un ritmo diferente de crecimiento. Lo más razonable sería comparar la diferencia en la tasa de crecimiento de las exportaciones de ambos grupos antes y después de la intervención, aunque, por supuesto, la interpretación de estos resultados ya no será tan “limpia” como en el caso anterior. Este diferencial de tasa de crecimiento, multiplicado por el tiempo transcurrido, da el aumento (disminución) neto de valor producido por el programa en el período a estimar.

Otra manera de corregir el “sesgo de selección” consiste en tomar una muestra amplia de usuarios y no-usuarios, y hacer “matching de datos”, que consiste en buscar para cada usuario algún “no usuario” muy similar, e ir comparando estos pares uno por uno. No siempre es fácil, pero se puede. Para ello, se usa el Propensity Score Matching, que consiste en definir un amplio espectro de características de los usuarios, y luego procesar ambas muestras para encontrar el “par mas similar”, aunque este método dependerá, por supuesto, de la sabiduría con que se definan las características relevantes de los usuarios.

Una aproximación similar puede desarrollarse cuando se está evaluando una externalidad positiva o negativa del programa. En el ejemplo que nos ocupa, estas gráficas, en lugar de referirse a volumen de exportación, debieran referirse a empleo generado en estas empresas..... aunque un impacto de segundo orden podría ser la diseminación de estas tecnologías a otras empresas no participantes en el programa, con lo cual el impacto de la externalidad presumiblemente negativa podría ser mucho más grande.

Particular cuidado debe tenerse para minimizar el “efecto Hawthorne”, descrito por ese autor para indicar que en ocasiones, si una población de usuarios sabe que está siendo medida en su desempeño, altera sus propias conductas, en una especie de profesía autocumplida. La solución ideal consiste en no dejar saber a los usuarios que serán evaluados, hasta el momento mismo de la evaluación. Otra solución consiste en usar el “diseño de cuatro grupos de Solomon”, consistente en hacer medidas iniciales en dos de los cuatro grupos , y medidas finales en los cuatro grupos, y a la vez, aplicar el programa sólo a dos grupos. De esta manera se pueden observar las siguientes diferencias:
	Grupo A: sabe que está siendo evaluado, pues se lo mide inicialmente. No es sujeto del programa.
	Grupo B: sabe que está siendo evaluado, pues se lo mide inicialmente. Es sujeto del programa.

	Grupo C: no se lo mide inicialmente, y no es sujeto del programa.
	Grupo D: no se lo mide inicialmente, y es sujeto del programa.


La diferencia (B-A) corregida por la diferencia  (D-C) daría en este caso el impacto del programa corregido por el “efecto Hawthorne”. 

En ocasiones, simplemente no es posible definir un grupo control,  sea  este similar o diferente a la muestra de usuarios.  Esto es obviamente poco deseable, pero cuando ocurre puede recurrirse a:

· Controles genéricos: se comparan los efectos de una intervención permanente sobre los destinatarios contra los cambios típicos ocurridos en la población más amplia no cubierta por el programa.

· Controles reflexivos: los destinatarios que han sido expuestos al programa, son comparados con ellos mismos, medidos antes de la intervención. Esto suele llamarse línea base. Este enfoque, sin embargo, ocultaría el hecho de que, en el ejemplo que hemos visto, hubo a mitad de camino una crisis económica que afectó a las empresas que participaron en el programa, y pueden así generarse graves errores de interpretación al no filtrar los cambios de contexto.

· Controles sombra: los destinatarios que han recibido una intervención son comparados, de acuerdo al criterio de expertos, jefes de programa, el staff y los participantes, acerca de los cambios que creen que hubieran ocurrido de no aplicarse el programa. Esto entra en el mundo de las opiniones cualitativas, aunque, como hemos comentado atrás, estas suelen ser muy significativas y es altamente recomendable recurrir a ellas en cualquier escenario.

Debe además tomarse en cuenta que, para poder efectuar una evaluación rigurosa, es indispensable poder comparar el “antes” con el “después”, lo cual significa que es imprescindible contar con información de base sobre los usuarios y el grupo control en forma previa a la aplicación del programa... y esa información no siempre está disponible.

En ocasiones, y esto es muy deseable desde el punto de vista de la evaluación, más no necesariamente desde el punto de vista de los usuarios, el programa es deliberadamente iniciado en una fase piloto con un grupo reducido de usuarios, y con un grupo control claramente definido, y ambos grupos son escrupulosamente medidos “antes y después”. De hecho, el lanzamiento de todo nuevo medicamento suele ocurrir así, y el efecto Hawthorne es corregido por la vía de la administración de un placebo.

SECUENCIA METODOLOGICA BASICA

A continuación detallaremos una secuencia ideal de pasos. Obviamente, ella estará sujeta a las especificidades del caso, tanto en lo conceptual, como en aspectos prácticos de disponibilidad de información, costos de muestreo, etc.

El ciclo básico de labores, que suele constituir la ruta crítica de la evaluación, contiene:

1. Consenso con el mandante respecto a los objetivos, propósitos y alcances de la evaluación.

2. Revisión documental inicial, incluyendo ejemplos de “expedientes de usuarios”.

3. Entrevistas iniciales a un grupo reducido de stakeholders y usuarios relevantes.

4. Desarrollo de una “teoría preliminar de la intervención” que permita entender las relaciones causa efecto de las distintas variables internas y externas a la intervención, así como los output y outcome previsibles.

5. Definición inicial del cuadro de indicadores relevantes.

6. Selección de las herramientas de indagación colaterales a la indagación muestral.

7. Diseño de las metodologías de “grupo control”.

8. Diseño preliminar de las “variables demográficas” a ser estudiadas en los usuarios.

9. Diseño detallado de la herramienta de indagación muestral, en usuarios y no usuarios.

10. Definición de tamaño (y eventual segmentación) de muestras.

11. Diseño logístico de la indagación muestral.

12. Elaboración del plan detallado de indagación, incluyendo cronogramas y responsables.

13. Consenso con el mandante respecto al plan detallado.

14. Ejecución de la indagación muestral.

15. Procesamiento y análisis.

16. Elaboración de un informe preliminar.

17. Presentación del informe preliminar a un panel de expertos.

18. Elaboración de informe final.

En paralelo con esta ruta crítica, se pueden desarrollar otras actividades, una vez desarrollada la actividad 5.

1. Benchmarking de indicadores con otras intervenciones similares.

2. Observaciones en terreno, no directamente asociadas a la indagación muestral.

3. Actividades relacionadas con la detección y evaluación de externalidades no deducibles directamente de la indagación muestral.
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� Aunque en ocasiones, la evaluación se realiza ex ante o durante, el origen formal del término se refiere a la evaluación ex post.


� Las mayores innovaciones conceptuales en el ámbito organizacional parecen provenir del mundo asiático. Probablemente al mundo occidental, sobre el cual la tradición aristotélica pesa demasiado, le resulta difícil aceptar las fronteras difusas, las interdependencias, y en definitiva, el que algo pueda “ser” y “no ser” al mismo tiempo.


� Zadeh, Lofti, et al, “Fuzzy Sets and Applications”. New York, J. Wiley, 1987.


� Lo cual trae a la cabeza las numerosas ocasiones en que gente inteligente y preparada se ahoga en una interminable maraña de datos irrelevantes, sin visualizar los patrones que dan forma a los problemas y soluciones de una organización.


� Jamshid Gharajedaghi, “Systems Thinking: Managing Chaos and Complexity. A Platform for Designing Business Architecture”, Butterworth Heinemann, 1999.


� Valor Actual Neto o Valor Presente.


� M. Waissbluth, “Indicadores de Desempeño en la Gestión”, en “Dirección y Gerencia Pública: Gestión para el Cambio”, Dolmen Ediciones, 1998.


� El intervalo de confianza está, por supuesto, ligado al tamaño de la muestra, y ésta, a su vez, al costo del estudio.
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